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El ‘derecho a decidir’ es una expresión de relativa reciente incorporación a 
la terminología política de nuestro entorno. Promocionada y usada 
fundamentalmente –no exclusivamente- por los nacionalistas vascos y 
catalanes, se presenta en muchas ocasiones como un absoluto 
democrático, anterior y superior a cualquier ordenamiento jurídico 
establecido. Una especie de ley natural. 

Es una expresión ciertamente inconcreta, pues no aclara el objeto de esa 
decisión. Por el contexto en el que se usa puede deducirse que se trata del 
derecho a la secesión de un territorio del conjunto político del que forma 
parte. En este sentido, sería semejante al derecho de autodeterminación, 
pero no está claro si quienes lo promocionan los consideran como 
sinónimos o no. En todo caso, no va en línea con los valores federales que 
promueven la unidad de la federación junto con el reconocimiento de la 
diversidad de los entes federados. 

Mientras el derecho de autodeterminación está reconocido y pautado en la 
legislación internacional, el supuesto derecho a decidir no está recogido en 
ninguna legislación nacional o internacional. 

La Organización de Naciones Unidas contempla el derecho de 
autodeterminación como un instrumento para dar una solución 
democrática a las situaciones coloniales (muy frecuentes en la segunda 
mitad del siglo pasado) y no para disgregar Estados democráticos donde se 
respetan las libertades y los derechos humanos, como ocurre en el interior 
de la Unión Europea. De hecho, ninguna Constitución de los Estados 
miembros de la Unión reconoce este derecho para alguna de sus partes 
constitutivas. 

Quizá ese difícil encaje de la realidad del País Vasco y Cataluña como 
situación de carácter colonial respecto a España sea la causa por la que se 



ha obviado el término más claro y establecido del derecho de 
autodeterminación por otro más confuso e inconcreto como el derecho a 
decidir, donde todo puede tener cabida. 

Tampoco está claro el sujeto de ese derecho a decidir. Concebido como un 
absoluto democrático no debería tener ninguna limitación temporal ni 
territorial. Cualquier entidad territorial debería tener derecho a ejercerlo. 
Sin embargo, esto no es así para sus promotores: como ocurre también en 
otros casos, es frecuente la contradicción de reivindicarlo de puertas 
afuera, pero no reconocerlo de puertas adentro. Por ejemplo, la propuesta 
de reforma del Estatuto de Autonomía elaborada por Ibarretxe y basada en 
el ‘derecho a decidir’ del País Vasco frente a España, no establecía 
mecanismo alguno para que los Territorios Históricos constitutivos de la 
Comunidad Autónoma Vasca pudieran, si así lo desearan, abandonar dicha 
Comunidad política. 

El sujeto del ‘derecho a decidir’ parece que empieza y acaba donde lo 
decide el proponente.   

 


